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nes Que ya fueron rechazadas, y a<lemas, en cuanto DO tienen cabida
en el marco del procedimiento del articulo 41 de la Ley Hipoteca.
ria, aulo que fue objeto de confirmación en apelación por e! dietado
por la Sección correspondiente con fecha 28 de noviembre de 1984,
Y habiéndose procedido a acordar nuevamente el lanzamiento de
los OCUpantes de la linea en virtud de I'!"veIcIo de fecha 7 de
septiembre de 1984, se acordó su suspellS1ón en 12 de septiembre
de 1984, mientras se llevaba a efecto la tramitación del RC11fSO de
apelación contra el citado auto de 4 de septiembre de 1984.

Sexlo.-Por providencia de 29 de diciembre de 1984 se tiene por
formalizada cuestión de conllicto jurisdiocional de eompeteJ!C!a
por el Ayuntamiento de Alba! (Valencia) en cuanto a la e.Jecución
de resolución firme dictada en prooedimiento sumario de! articulo
41 de la Ley Hipotecaria, «en cuanto afecta a inmueble de la
posesión y propiedad de esta Administración Municipal», exl"!"
niendo los ar¡umentos que se tuvieron por conveniente, solici·
tando se tuviese ~ promovida cuestión de competencia y se
acordase e! requenmiento de inhibición que se pretende; evacuán·
dose traslado por e! Ministerio Fiscal que lo hace manifestándose
contrario al requerimiento al que no se debe acceder; dictándose
aUlo dene¡ando el requerimiento de inhibición con fecha 24 de
enero de 1985, participándose al Ayuntamiento de Alba1 Y remi·
ti~ndose los autos a la Presidencia del Gobierno.

. stptimo.-La Presidencia del Consejo de Estado informa, a
trav6 de su oficio de 20 de noviembre de 1985, remitUndose por
la Presidencia del Gobierno oficio de 12 de febrero de 1986,
juntamente con las dili¡encias -actuaciones- practicadas por e!
Ayuntamiento de Alba1 (Valencia) para su~n a la
cuestión de competencia, siendo recibidas por la .dencia del
Tribunal Supremo, en armonia con lo prevenido en la Ley
Orgánica del Poder Judicial 611985, de 1 de julio, )lI'OCCdiéndose a
la convocatoria del Ot¡ano constituido para decidir los con1Jictos
de jurisdicción, señalándose para la votación y fallo el dia 10 de
noviembre de 1986.

fUNDAMENTOS DE DEllECHO

Primero.-La prlIriera cuestión que se suscita, en orden a la
formalización del conflicto, está en la concreción de q~ puede
promover cuestlones de competencia a los Tribunales ordinarios y
especiales, y, en este· aspecto, necesariamente bemos de tener
presente el articulo 7 de la Ley de Con1Jictos Jurisdiccionales de 17
de julio de 1948, que tiene plena virtualidad eomo CON"Wencia del
reenvío que a ella se hace por la Ley Or¡ánica del Poder Judicial
6/1985, de 1 de julio, en su disposic.ón adicioDal cuarta y articulo
38 de la misma, de modo que las únicas autoridades con atribucio­
nes para suscitar tales cuestiones son aquellas que se expresan de
forma concreta, exhaustiva, en la citada Ley de 1948, co~n'
diendo actuar en e! supuesto objeto de contemplación a: el. Los
Gobernadores civiles como representantes de 1& Administración
pública, en senera!, dentro de su ",spectiva provincia», y en el
supuesto concreto de autos quien promueve la cuestión no es el
Gobernador civil, sino de modo directo, inmediato, el Ayunta·
miento de Alba! (Valencia) a traV6 de su representante nato, el
Alcalde, con la conclusión de que con esa actuación se quebranta
el ré¡imen cerrado de quienes pueden promover las cuestiones de
com~ncia. ..

ndo.-Se pretende justificar el proceder del Alcalde de Alba1
y la citud de su actuar, que 1esitimaria su conducta prooesal
activa, en111 concepción autonómica de que se estima investido los
Ayuntamientos se¡ún la orientación que~ se afirma, el
lluevo orden, pretensiones que se trata enpnar en e! articulo 140
de la Constitución Eapañola, en relación con e! 8.0 de la Ley
40/1981, de 28 de octubre, pero es necesario.le!'Cf presente que
dicha norma establece un ~men de tutela sinauJar, pero no
comporta ni atnDuye facuiwf que frente a la Ley ()qánica del
Poder Judicial y Ley especifica de re¡ulación de los Con1Jietos
JurisdiccioDales le permita proceder con independencia y allllllfleD
del artículo 7.0 , pues de lo que se trata es de destacar la
sustantividad y plena personalidad jurídica que para el cumpli.
miento desus fities se asi¡na a los MuniCC pero nada mh, Yi
no más leJOs, basta el punto que pueda a infi'in¡irse en e
supuesto contem~ los términos estrictos en que se inspira la
Ley de 17 de julio de 1948 Y la que le respalda: Ley Or¡ánica del
Poder Judicial, sin que por otro lado la Ley 40/1981, de Rqimen
Juridico .de las CorporIlciones Locales, asi¡ne a los Municipios
otras atnbuciones que las que de manera amplia hemos indicado,
y, por el contrario, se destaca una relación con la comunidad y la
provincia a que pertenezca "'8rticulo 141 de la Constitución
EsllSílola, Vid. sentencias del TribuDal ConstitucioDal de 28 de
julio de 1981 Y de 18 de mayo de 1983-, sin que lo expuesto
menoscabe o afecte al «concepto indeterminado o abierto» que se
representa la idea de «intereses respectivos» a que alude e! artículo
137 de la Constitución Española, por lo que procede declarar mal
formulada la cuestión de competencia SUSCltada por e! Ayunta,
miento de A1bal y que no ha lupr por tanto a resolverlo.

FALLAMOS

Que debemos declarar y declaramos mal formado el conflicto de
jurisdicción suscitada entre el Ayuntamiento de Alba! Yel Juzgado
de Primera Instancia número 2 de Valencia en relación con el
procedimiento 1.307/1982, tramitado al amJ?8fO delan[culo 41 de
la Ley Hipotecaria de reintqración _ no habiendo lupr,
en consecuencia, a resolverlo.

As! por esta nuestra sentencia, que se eomunicará a los ór¡anos
contendientes y se publicará en e! «BoIeUn Oficial del Estado», lo
pronunciamos. m.nd.mos y firmamos.-FUmados y rubricados.

y para c¡ue conste y remitir al cBoletin Oficial del Estado» para
su publicación, cumpliendo lo acordado, expido y firmo la presente
en Madrid a 3 de diciembre de 1986.

,
33061 CONFUCTO de jurisdiaión numero 8/1986. pI¡;m­

lIJldo entre la De/ega<:i6n de Hacilmda de Barcelona Y
la ~agistrat1Utl de TrtJ/Jqjo lUImero 9 de la mismJl
capitaL .

Don Vioente Tejedor del Cerro, Secretario de Gobierno en
funciones del Tribuital Supremo.

Certifico: Que en e! conflicto de jurisdicción seauido con e!
número 8/1986, ha recaldo la si¡uimte sentencia: .

Exl:elentlsimoo seilores: Don Antonio Hernández Gil, Presi­
dente; don JaR Luis Ruiz S4ncbez. don Pedro Antonio Mateos
Garcia, don Greaorio Peces-Barba del Brío, don Mi¡ueI Vizaúno
Mlirquez, don [andelino Lavil1a Alsina. .

En la vil1a de Madrid a 10 de noviembre de 1986;
Visto por el Orpno coJesiado constituido para decidir los

con1Jietos de jurisdicción entre los TribuDaies y la Administración,
inle8f8do JlO!' los excelentlsimos seño¡es antes indicados, el plan­
teado por e! De1epdo de Hacienda de Baroelona a la Ma¡istratura
de Tra~o ntlmero 9 de la misma capital, en relación con los
embargos acordados de los bienes de la Empresa cCabue Industrial,
Sociedad Anóninta» (Vanguard), de conformidad con los preceptos
per!ineotes de la Ley de Conflictos Jurisdiocionales de 17 de julio
de 1948 Y en razón a los si¡uientes:

ANTEc1!t>ENTES DE HECHO

Prímero.--EI señor Tesorero de la Delepción de Hacienda de
Baroelona dictó con fecha 8 de abril. de 1981 providencia de
apremio por descubiertos, asoendentes .... un principio, a
180.933.333 pesetasJl'!f princi~ rec:aJ'IOS. Ycostas reglamentarias,
por e! concepto de !'lío y ejerciCIOS varios, contra. cCabue Indus­
trial. Sociedad Anóninta», acord4ndose e!dia 21 si¡uiente e!
embar¡o de los bienes muebles propiedad de la Empresa deodora,
que fue ampliado en 20 de noviembre de 1981 eomo consecuencia
del CllIJO de nuevos ~bitos basta alcanzar un total de 312.001.607
pesetas por princiDa1. 62.400.322 pesetas por recar¡o y 200.000
pesetas de costas dei·procedimiento. .

Sesundo,-En 21 de enero de 1982, la Recaudación de Tn1>utos,
Zona 23, de .,Hospitalet de Uobreaat, diri¡ió maodainiento de
embat¡o al señor Ilecistrador de lá Hipoteca Mobiliaria de la
misma Iloblación para que se practicase su anotación sobre la
totalidad de los bienes lrab&dos, la eual se llevó a efecto el 16 de
febrero de 1982, extendiendo aqua certificación en la que se hacia
constar que, examinado el archivo de su car¡o, resultaba que sobre
los muebles y maquinaria relacionados no.JlO88ba otro embat¡o que
e! motivado por el mandamiento cumpliinenlido. I¡ualmente se
practioó la COi",opooldiente anotación en e! Resistro de VeblcuIos
de la Jefatura Provincial de Tñfico de Baroelóna de los diversos
veb1cu1os embarpdos con fecha 17 de junio de 1981. Se¡uido e!
expediente por sus preoeptivos tmnites se señaló la subasta de los
bienes embalpdos para el 29 de mayo de 1984.

Tercero.-La Ma¡istratura de Tra~o número 9 de Baroelona,
en los autos 1.659 y 1.660 de 1983, en~ón de la sentencia de
10 de noviembre de 1983 Ymediante auto de 12 de enero de 1984
acordó e! embarao de los miamos bienes ya trabados por Já
Recaudación de lIacienda de Hospitalet a la Empresa cCabue
I~<!~ Sociedad AnÓl1ÍDla», lleVándose a efecto e! mismo por
d.li¡eneia efectuada en 1 de mayo de 1984, Y practicado e! avalúo
se anunció la aubasta correapondicnte para e! dia 23 de i¡uales mes
yallo.

9wto.-Conocidas las dilí¡encias judiciales seguidas poi la
Magl$traturade Trabajo y sintelizaaas en e! párrafo anterior por e!
señor De1epdo de Hacienda, 6le, previo informe de la Asesoria
Ju'idi~, promovió, por escoto de 17 de mayo de 1985, conflicto
~ JUrisdicción a aquel órpnó judicial por lo que respecta a los
bienes embarpdos por la Zona de Recaudación número 23 de
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Hospitalet, suspendiéndose las subastas anunciadas por ambas
autoridades. La Mqistratura de Trabajo. previo informe flIvorable
del Ministerio Fiscal a acceder al requerimiento de inhibición
formulado, conformidad que también mostró la Empresa deman­
dada, oponiéndose. sin embar¡o. los actores, mediante auto de 31
de mayo de 1985, desestimó el requerimiento de inhibicióo
reafirmando su propia competencia para se¡uir el tnlmite de
ejecución de los bienes de la demandada, po< entender que no
existía un conflicto jurisdiccional, pues ni el órgano jurisdiccional
babia pretendido tramitar la vía de apremio por conceptos imposi­
tivos, ni la Administración pretende la ejecución de la sentencia,

. existiendo solamente dos embar¡os distíntos sobre los mismos
bienes. cuya cuestión tiene cauce adecuado a tram de la tereeria
de mejor derecho.

FuNDAMENTOS DE DEllECHO

Primero.-E1 conflicto de jurisdicción ha de entenderse regular y
formalmente planteado, por cuanto: a) el Delegado de Hacienda,
autoridad requirente, está lc¡itimado para suscitarlo de conformi­
dad con lo establecido en el artículo 7 de la Ley de Conflictos
Jurisdiccionales; b) obra en las actuaciones el preceptivo y previo
dictamen del Abogado del Estado exigido en el artlculo 16 de la
propia Ley; c) se Da fOrmulado el requerimiento relacionado en
párrafos numerados, las cuestiones de becho y las razones de
derecho, con lo que resuban cumplidas las Clli&enciat del articulo
19 de idéntico texto ~; d) porque promovido por autoridad
competente se ba dirigido al órgano jurisdiccional que estaba
conociendo del asunto, selÚD ies1ablccc el artículo 17 de la misma
Ley. y e) porgue se acordó. tanto en las actuaciones administrativa.
como las judiciales, la suspensión de los respectivos procedimien­
tos.

Scsundo.-La temática que plantea el presente conflicto, en
contemplación de los antecedentes de hecho relatados, se coodensa
en la necesidad 1Ic establecer la prcfcrcncia u orden de prelación
cuando como en este caso dos embar¡os diferentes acordados por
autoridades distintas de los órdcoes administrativo y judicial
recaen sobre idénticos bienes al objeto de impedir simultáneas y
contradictorias actuaciones, de modo que el conflicto no sw¡c por
la carencia de competencia de las dos distintas autoridades en sus
rcspcctivos ámbitos, sino exclusivamente por la incompatibilidad
de los embarllos decretadoa.

Ten:cro.-Ú1 decisióo del conllícto ba de efectuarse atendiendo
a la prioridad eo el tiempo de los embar¡os efectuados, cual una
reiterada y constante doctrina ba venido establcciendo en aplica­
ción de la Ley de 17 de julio de 1948. refrendada en dos sentencias
de este Orpno de 9 de julio de 1986. en las que Cllprcsamente se
declaró que "" caso de concurrencia de embaraOt judiciales y
administratiVós procede deferir la com~ncia para continuar el
procedimiento de apremio a la autondad que trabó el primer
embar¡o, sin que esta preferencia afecte a los cmlitoa concurren­
tes» y como el embaqo administrativo se UcvÓ a cabo el 21 de
enero de 1982, anotáDilooc iDcluso en el Rcgístn> correspondiente
el 6 de febrero siguiente. en tanto el judicial no se acordó basta el
12 de enero de 1984, es por lo que resulta evidente la competencia
de la Delegación de Hacienda de Barcelona para ¡lroICItlÍr el
expediente a. apremio. sin que ello suponga decidir la prelación de
los respectivos créditos, ni obste a la aplicacíón del sobrante. si lo
hubíese. a cubrir las deudas judicialmente ejecutadas.

Cuarto.-Fína1mente. bemos de baoer notar cómo el artículo 129
de la Ley GencraI Tributaria dispone que las certificaciones de
descubierto acreditativas de deudas tributarias~ por
funcionarios competentes serán título suficiente para miciar la vía
de apremio y las rcconocc la misma fuerza e]CCUtiva que a la
sentencia judicial para proceder contra los bienes y derechos de los
deudores, por lo que resulta evidente la eficacia del pm<>'dimicnto
administrativo de apremio y su prevalencia en el tiempo a las
actuaciones judiciales seauidas dos años después.

FALLAMOS
Que estimando el conflicto de jurisdicción promovido por el

Delesado de Hacienda de Barcelona a la Masistratura de Trabl\io
número 9 de la misma capital. declaramos la competencia de aquél
para proseguir el procedímicnto de apremin iniciado contra cCabue
Industrial, Sociedad Anónima». debiendo abstenerse, como se
abstendrá, la autoridad judicial requerida de cootiouar la tramita­
ción de la ejecución decretada en relación con los mismos bienes
de aquella Empresa, embargados por la Zona de Recaudación
número 23 de Hospitalet de L10brcsat ..

Así por esta nuestra sentencia, que se comunicará a los órganos
contendientes y se publicará en el «Boletin Oficial del Estado», lo
pronunciamos, mandamos y firmamoa.-Firmados y rubricadO&.

y para que conste y remitir al «Boletín Oficial del Estaelooo para
Sil publicacIón, cumpliendo lo acordado, expido y fumo la presente
en Madrid a 3 de diciembre de 1986.

33062 CONFliCTO de jurisdicción número 13/1986, plan·
teado ,nlr, la Diputación Foral de Vizcaya y el
Juzgado de Primera 1nstancia número j de Bilbao.

Don Vicente Tejedor del Cerro. Secretario de Gobierno en
funciones del Tribunal Supremo.

Certifico: Que en el conllícto de jurisdicció~ se¡uído con el
número t3/1986, ba recaído la s¡gmente senteDClll: .

Excclentísimos señores: Don Antonio Hcrnández Gil, Presi­
dente; don José Luis Ruiz Sáncl1ez, don Pedro A~toniO Mateos
Garcia don Grcgorio Peccs-Barba del Brío. don M.....I VlZcamo
Márq~. don Landelino Lavilla A1sina.

En la villa de Madrid a 10 de noviembre de 19l16;
Visto por el~ colc¡iado constituido para decidir los

contlietos de jurisdicción entre los Juzpdos.o Tnbunalcs y la
Administración e integrado por los exce1entiSUDOS señores antes
indicados, el planteado entre la.Diputación Foral de Vizc~~a y el
Juzsado de Primera InstaDC1a numero 3 de Bilbao, en relaoon con
providencia dietada en autos 731/82 de quiebra necesaria de don
Victor Bidcaaín Gana se¡uídos ante dicho JuZpdo. con arreglo a
los sigUÍCDtes

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero.-E1 25 de noviembre de 1980 el Recaudador del
Estado zona tercera de Bilbao-Pucblos, dictó providencia en el
procedimiento de apremio seguido contra d deudor don Víctor
Bidcgaín Gana, declarando embaraados los bienes que en dicba
resolución se describían; la providencia fue .presentada el 27 de
noviembre de 1980 ante el Registro de la Pro{llcdad de Portugalete.
donde se practicaron las anotaciones preventlvas de emba'llo el 12
de enero de 1981.

Scgundo.-E1 Juzgado de Primera Instancia número 3 de Bilbao
declaró al deudor en situación de quiebra ncccsarút por auto de 1I
de enero de 1983. que retrotajo los efectos de la misma al I de
enero de 1981. En el proceso de quiebra se dietó providencia el 24
de septiembre de 1984 ordenando librar exhorto al Juez Decano de
Baracaldo. a fin de que por el mismo se expidiera man~ntoal
Registrador de la Propiedad de Portuplcte con objeto de que
procediera a la cancclación de todos los embar¡os que pesaban
sobre determinado inmueble; la cancelación ordenada tuvo lugar,
de forma que. soücitada por el Recaudaddr la prórroga de la
anotación del embar¡o sobre aquel inmueble. no pudo llevarse a
efecto. Por providencia judicial de 22 de' noviembre de 1985.
recaída en el juicio universal de quiebra, se. ,tuvo por rendIda. la
cuenta gcncra1 justificada, que fue aprobada en sus prOPIOS
térmioos, se dio al Síndico el oportuno finiquito y se ordenó
archivar lo actuado. .

Tcrccro.-La .Diputación Foral de Vizcaya, de confOrmIdad con
el informe del Servicio Jurí¡líco ren sesión celebrada e14 de marzo
de 1986 acordó promover cuestión de competencia ante el Juzgado
de Pri~cra Instancia· número 3 de Bilbao. requiriéndole para que
se inhibiera en el procedimiento administrativo de ap~lo
seguido contra don Víctor Bidegaín Ga1l!'o y, en consecuenCIa, se
anulara y~ sin efecto el m"!'damICnto .de. cancelación del
embar¡o preventivo acordado en dIcho procedimIento: Por esento
de 15 de marzo de 1986, la Diputación Foral fOrmulo el rcquen­
miento de inhibición, en el que alesaba; l. que la facultad. atnbulda
al Delesado ¡m>viocial de Hacienda corresponde a la Diputae1ón,
por subrolación, conforma a la disposición adicional quinta. de la
Ley 12/1"81. de l3 de mayo, por la que se aprueba el COncIertO
económico con la Comunidad Autónoma del País Vasco; 2. que el
articulo 93.1.' del R.cgJamento General de Recaudación. aprobado
por Decreto 3154/1%8. de 14 de noviembre, dispone. que ...1
procedimiento de apremio será exclUSIvamente ~mlDlstratlVO.

siendo privativa de la Administración la competmc1a .P.8I'I: enten·
der del mismo y resolver las incidencias, sin que los Tnbunales de
cualquier grado o jurisdicción puedan admitir. demanda o preten­
sión alguna en esta .~ate~ a menos que se.J~fi~e que .se ha
agotado la vía admInlstranva o que la ~!Dt~~l}lcl0n .dec~Ifie el
conocimiento del asunto en favor de la Junsdiccion ardiDana»; 3,
que la rc&Ia 49.1 de la 1nstruccióo General de Recaudación. y
Contabilidad, aprobada po< Decreto 2260/1969. de 24 de. JulIO,
prescribe que «los Delcgados de Hacie!1da promoverán cuestIón de
competencia a los Tribunales de JUStiCIa ordi_ Y es¡:lCClIlcs,
con arreglo a la Ley de Conflictos Jurisdiccionales de 17 deJulio de
1948 cuando éstos entren a conocer de los procedimientos de
apremio sin haber agotado antes la vía administrativa»; 4. que el
Juzgado requerido, al dictar la providencia de 24 de septiembre de
1984 ordenando la cancelación del embar¡o preventivo que pesaba
sobre la finca descrita en la misma Resolución. entró a conocer del
procedimiento de apremio seguido por la ~ona tercera de recauda­
ción de Bilbao-Pueblos, sÍD facultades para ello. toda vez que la


